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DERECHO DE PETICIÓN/ RECTIFICACIÓN DEL ÁREA DE TERRENO DE INMUEBLE IDENTIFICADO CON LA FICHA CATASTRAL NO.01-06-0231-0016-000/ NO HUBO RESPUESTA DE FONDO -Cinco años-/ DEMORA DEVIENE QUE LA VALORACIÓN DEL PRESUPUESTO DE INMEDIATEZ SE HAGA DE MANERA FLEXIBLE/ CONCEDE AMPARO.

6.6.8. Significa lo anterior, que el IGAC se limitó, hace cinco años, a informar el procedimiento que se seguiría con el fin de atender la solicitud de la actora, sin que quedara acreditado dentro de la foliatura que la entidad hubiera puesto en conocimiento de la misma el paso siguiente en aras de corregir el área del terreno de su predio.  De tal manera, que su derecho fundamental continúa siendo afectado y por ello no es razonable que los usuarios tenga que soportar los problemas administrativos internos de las entidades públicas, las que por ser  representantes del Estado están en la obligación de garantizar el goce de los derechos fundamentales. En tal sentido, es  la entidad accionada la que corresponde asumir las consecuencias de su propia incuria tomando las medidas necesarias para ello y no al usuario, que como en este caso, en el que la señora Rojas Villanueva desconoce las gestiones que actualmente adelanta el IGAC y por ello, esta Sala considera que en este asunto específico debe tenerse en cuenta lo referido por la jurisprudencia de la Corte Constitucional cuando señaló que la solicitud de amparo es procedente, cuando trascurrido un extenso lapso de tiempo entre la situación que dio origen a la afectación alegada y la presentación de la acción, la valoración del requisito de inmediatez se vuelve menos estricto 

(…)

Por las razones ahora analizadas, se revocará el fallo estudiado y en su lugar, esta Sala ordenará al IGAC que dentro del término de  las cuarenta y ocho horas siguientes a la notificación de este fallo, informe a la señora María Yolanda Rojas Villanueva las gestiones que en la actualidad se vienen adelantando con respecto a la rectificación del área de terreno de inmueble identificado con la ficha catastral No.01-06-0231-0016-000.
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SALA DE DECISIÓN PENAL

M.P. JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

Pereira, nueve (9) de agosto de dos mil dieciocho (2018)

Proyecto aprobado por Acta No. 0661
Hora: 11:00 am
1. ASUNTO A DECIDIR
Corresponde a la Sala resolver la impugnación presentada por la señora María Yolanda Rojas Villanueva frente al fallo del 29 de junio de 2018 emitido por el Juzgado 2º de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Pereira, Risaralda, dentro de la acción de tutela instaurada en contra del Instituto Geográfico Agustín Codazzi - IGAC.
2. RESUMEN DE LOS HECHOS
2.1. La señora María Yolanda Rojas Villanueva interpuso acción de tutela en contra del IGAC territorial Risaralda  por cuanto consideró que dicha entidad había vulnerado el derecho de petición, toda vez que no se había dado respuesta a la solicitud radicada  desde el 20 de mayo de 2013, la cual quedó  bajo el No.3662013ER1642-01 tendiente a que se rectificara el área de terreno de su predio identificado con la ficha catastral No.01-06-0231-0016-000, la que no puede superior a 69 M2,  por cuanto se está facturando a su cargo por concepto de impuesto predial, un valor que es erróneo y desproporcionado, considerando que se configura un pago de lo no debido y por ende “cobro de lo no debido”.
Solicitó que se tutele el derecho fundamental de petición con el fin de que el IGAC dentro del término de 48 horas, proceda a contestar el derecho de petición radicado el 20 de mayo de 2013 (Fls. 1-3).

Allegó con la demanda los documentos que sustentan los hechos y pretensiones de la misma (Fls. 4-7).
3. RESPUESTA DE LA ENTIDAD ACCIONADA
3.1. INSTITUTO COLOMBIANO AGUSTÍN CODAZZI – IGAC

Se refirió a la naturaleza jurídica de la entidad y explicó los procesos que existen según lo dispuesto en la Resolución No. 70 de 2011, tales como la información, actualización de la formación y conservación del catastro nacional.

Señaló que a la accionante se le dio respuesta mediante el  oficio EE2077 del 27 de mayo de 2013 en la que le indicaron que su petición quedó radicada bajo el No.ER1642  de 2013 con el fin de verificar el área construida, la cual se tramitará de acuerdo a la normativa que reglamenta los procesos catastrales como procedimiento especial que rige esta materia, según lo dispuesto en la Ley 14 de 1983, Decreto 3496 de 1983 y la Resolución 070 de 2011.
Indicó que al no haberse dado una respuesta de fondo a la accionante,  se solicitó la inspección ocular de un reconocedor catastral para llevar a cabo la respectiva corrección del área construida y calificación del inmueble, la que fue atendida con la radicación de rectificación No.6600100110672018, en la que se ha realizado una corrección y su respectiva rectificación en los datos catastrales, los cuales no inciden con el avalúo del predio y posteriormente inscribirá en el catastro, conforme lo indican los artículos 41, 443, 117 y 129 de la Resolución 070 de 2011.
Mencionó que en dicha rectificación realizada desde la vigencia 2013 a 2018 encontraron que el avalúo correspondiente será de 44.704.00 el cual presumen disminuirá el valor a cancelar en la Secretaría de Hacienda, pero la expedición y notificación de este acto administrativo de rectificación debe esperar unos días mientras el Sistema Nacional Catastral realiza la correspondiente incidencia.

Manifestó que las actuaciones propias administrativas propias de los procedimientos catastrales se encuentran regladas por las Resoluciones IGAC 070 de 2011 y 2012, de manera que atendiendo la complejidad de la solicitudes de trámites catastrales son complejas y en tal sentido, para una respuesta de fondo al pedimento de la actora, se requiere realizar actividades de modificación, registro e inscripción para la elaboración del acto administrativo correspondiente. Igualmente, dicha gestión se hace bajo el esquema de operación del Sistema Nacional Catastral por lo que dependen de un administrador en los casos de errores operativos de dicha aplicación.
Consideró que según lo expuesto, se configura una carencia actual de objeto ante la respuesta oportuna a la actora en relación a la asignación de inspección ocular del 21 de junio de 2018 (Fls. 10-13).

Adjuntó copia de la respuesta enviada a la actora y de un correo electrónico del 21 de junio de 2018 en donde la entidad accionada solicitó al funcionario Carlos Alberto Manrique la corrección de área construida y calificación del inmueble bajo el radicado No.6600100110672018 (Fls. 14-16). 
4. DECISIÓN DE  PRIMERA INSTANCIA

Mediante sentencia del 29 de junio de 2018 el Juzgado 2º de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Pereira, resolvió denegar el amparo invocado por la señora María Yolanda Rojas Villanueva por cuanto consideró que la misma no se encontraba frente a un perjuicio irremediable.  Además, por cuanto la accionante cuenta con otros medios de defensa judicial para solicitar que se adelante el trámite administrativo reclamado ante el IGAC (Fls. 21-23).
La actora fue notificada del anterior fallo al correo electrónico jadalberthsd@gmail.com el 3 de julio de 2018 (Fl. 25 frente y vuelto).

5. FUNDAMENTOS DE LA  IMPUGNACIÓN

El 6 de julio de 2018 la señora Rojas Villanueva allegó un escrito al juzgado de conocimiento, mediante el cual impugnó el fallo en el entendido de señalar que: i) no se ajusta a los hechos y antecedentes que motivaron la tutela, ni al derecho impetrado, por error de hecho y de derecho en el examen y consideración de su petición, ii) se niega a cumplir el mandato legal de garantizar al agraviado el pleno goce de su derecho como lo establece la ley, iii) se funda en consideraciones inexactas cuando no totalmente erróneas y iv) incurre el fallador en error esencial de derecho, especialmente respecto del ejercicio de la acción de tutela, que resulta insignificante a las pretensiones como actora por errónea interpretación de sus principios.

Presume que el A quo no examinó sus argumentos acerca de la conducta omisiva del IGAC, entidad que desde el 20 de mayo de 2013 permaneció pasiva frente al daño que durante más de 5 años le ha venido  por hecho de no responder su solicitud, lo que no solamente transgrede la Constitución Política, sino la Ley 734 de 2002 o Código Disciplinario Único y el artículo 13 de la Ley 1437 de 2011 o CPACA.

Consideró que la entidad accionada continúa causando un daño que ha venido incrementando de tal manera que debe ser indexado en lo económico y en lo jurídico, lo que amerita un investigación disciplinaria en contra del IGAC ante el detrimento patrimonial de la actora, quien debe cancelar cada año un impuesto predial sobre una base de liquidación errónea y abusiva.  Por lo tanto, el que ha estado pasivo durante 5 años ha sido el IGAC.

Concluyó que con la decisión de primer grado se está favoreciendo al IGAC por cuanto la entidad persiste en vulnerar su derecho fundamental de petición, al considerar que en su caso no existe un término de caducidad para su ejercicio a sabiendas de que la accionada es un ente público, lo que se convierte en competencia de la autoridad disciplinaria por lo que deberán  imponer las sanciones a que haya lugar.

Solicitó que se protejan sus derechos fundamentales (Fls.27-29).
6. CONSIDERACIONES DE LA SALA

6.1. Esta Sala es competente para conocer de la presente acción, de conformidad con lo  establecido en el artículo 32 del Decreto 2591 de 1991 reglamentario del artículo 86 de la C.N. A su vez se cumplen los requisitos de legitimación por activa y por pasiva, previstos en los artículos 10 y 13 del Decreto 2591 de 1991. 

6.2. La Constitución Política Colombiana consagró la acción de tutela en el Art. 86 como un derecho que tiene toda persona para reclamar ante los jueces, en todo momento y lugar, mediante un procedimiento preferente y sumario, por sí misma o por quien actúe a su nombre, la protección inmediata de sus derechos constitucionales fundamentales, cuando quiera que éstos resulten vulnerados o amenazados por la acción o la omisión de cualquier autoridad pública, o de particulares en su caso, protección que consistirá en una orden para que aquel respecto de quien se solicita la tutela, actúe o se abstenga de hacerlo, fallo que será de inmediato cumplimiento; pero esta acción solo es procedente cuando el afectado no disponga de otro medio de defensa judicial, salvo que ella se utilice como mecanismo transitorio para evitar un perjuicio irremediable.

6.3 Problema jurídico y solución 

Le corresponde determinar a esta Corporación si la decisión adoptada en primera instancia se hizo observando los parámetros legales y constitucionales al tutelar los derechos fundamentales invocados por la accionante o si por el contrario, hay lugar a revocarla. 

6.4 Sobre el derecho de petición

El derecho fundamental consagrado en el artículo 23 de la norma superior, comprende la posibilidad de presentar peticiones respetuosas ante las autoridades, facultad que está garantizada con la obligación que a éstas les asiste de dar trámite a la solicitud, sin que exista argumento alguno para negar su admisión o iniciar los trámites necesarios para dar la respuesta, la cual debe ser oportuna y emitida dentro de los términos legales establecidos en el ordenamiento jurídico. La  petición debe ser resuelta de fondo, refiriéndose de manera concreta a los asuntos planteados y comunicando prontamente lo decidido, independientemente de que la respuesta sea favorable o adversa a los intereses del peticionario. 

En la Sentencia T-142 de 2012
, se dijo respecto al derecho de petición, lo siguiente:

“a) El derecho de petición es fundamental y determinante para la efectividad de los mecanismos de la democracia participativa. Además, porque mediante él se garantizan otros derechos constitucionales, como los derechos a la información, a la participación política y a la libertad de expresión. 
b) El núcleo esencial del derecho de petición reside en la resolución pronta y oportuna de la cuestión, pues de nada serviría la posibilidad de dirigirse a la autoridad si ésta no resuelve o se reserva para sí el sentido de lo decidido. 
c) La respuesta debe cumplir con estos requisitos: 1. oportunidad 2. Debe resolverse de fondo, clara, precisa y de manera congruente con lo solicitado 3. Ser puesta en conocimiento del peticionario. Si no se cumple con estos requisitos se incurre en una vulneración del derecho constitucional fundamental de petición. 
d) Por lo anterior, la respuesta no implica aceptación de lo solicitado ni tampoco se concreta siempre en una respuesta escrita.
e) Este derecho, por regla general, se aplica a entidades estatales, esto es, a quienes ejercen autoridad. Pero, la Constitución lo extendió a las organizaciones privadas cuando la ley así lo determine.
f) La Corte ha considerado que cuando el derecho de petición se formula ante particulares, es necesario separar tres situaciones: 1. Cuando el particular presta un servicio público o cuando realiza funciones de autoridad. El derecho de petición opera igual como si se dirigiera contra la administración. 2. Cuando el derecho de petición se constituye en un medio para obtener la efectividad de otro derecho fundamental, puede protegerse de manera inmediata. 3. Pero, si la tutela se dirige contra particulares que no actúan como autoridad, este será un derecho fundamental solamente cuando el Legislador lo reglamente.
g) En relación con la oportunidad de la respuesta, esto es, con el término que tiene la administración para resolver las peticiones formuladas, por regla general, se acude al artículo 6º del Código Contencioso Administrativo que señala 15 días para resolver. De no ser posible, antes de que se cumpla con el término allí dispuesto y ante la imposibilidad de dar una respuesta en dicho lapso, la autoridad o el particular deberá explicar los motivos y señalar el término en el cual se realizará la contestación. Para este efecto, el criterio de razonabilidad del término será determinante, puesto que deberá tenerse en cuenta el grado de dificultad o la complejidad de la solicitud. Cabe anotar que la Corte Constitucional ha confirmado las decisiones de los jueces de instancia que ordenan responder dentro del término de 15 días, en caso de no hacerlo, la respuesta será ordenada por el juez, dentro de las cuarenta y ocho (48) horas siguientes.
h) La figura del silencio administrativo no libera a la administración de la obligación de resolver oportunamente la petición, pues su objeto es distinto. El silencio administrativo es la prueba incontrovertible de que se ha violado el derecho de petición.

i) El derecho de petición también es aplicable en la vía gubernativa, por ser ésta una expresión más del derecho consagrado en el artículo 23 de la Carta. Sentencias T-294 de 1997 y T-457 de 1994.

En consecuencia, ha entendido la jurisprudencia de la Corte que, se vulnera el derecho fundamental de petición al omitir dar resolución pronta y oportuna de la cuestión. Esto ocurre cuando se presenta una de dos circunstancias: “(i) que al accionante no se le permita presentar petición, o (ii) que exista presentación de una solicitud por parte del accionante. En este sentido, la vulneración del derecho de petición se presentará o bien por la negativa de un agente de recibir la respectiva petición o frustrar su presentación – circunstancia (i)-; o bien que habiendo presentado una petición respetuosa no ha obtenido respuesta, o que la solicitud presentada no fue atendida debidamente –circunstancia (ii).”

En lo que tiene que ver con la segunda circunstancia, referente a la falta de respuesta por parte de la entidad, la jurisprudencia constitucional, ha establecido que el derecho de petición supone un resultado, que se manifiesta en la obtención de la pronta resolución de la petición.

Sin embargo, se debe aclarar que , el derecho de petición no implica una prerrogativa en virtud de la cual, el agente que recibe la petición se vea  obligado a definir favorablemente las pretensiones del solicitante, razón por la cual no se debe entender conculcado este derecho cuando la autoridad responde oportunamente al peticionario, aunque la respuesta sea negativa.”
6.5. Respecto al debido proceso, este derecho fundamental se encuentra consagrado en el artículo 29 de la norma superior, comprende:

“Artículo 29. El debido proceso se aplicará a toda clase de actuaciones judiciales y administrativas. Nadie podrá ser juzgado sino conforme a leyes preexistentes al acto que se le imputa, ante juez o tribunal competente y con observancia de la plenitud de las formas propias de cada juicio. En materia penal, la ley permisiva o favorable, aun cuando sea posterior, se aplicará de preferencia a la restrictiva o desfavorable. Toda persona se presume inocente mientras no se la haya declarado judicialmente culpable. Quien sea sindicado tiene derecho a la defensa y a la asistencia de un abogado escogido por él, o de oficio, durante la investigación y el juzgamiento; a un debido proceso público sin dilaciones injustificadas; a presentar pruebas y a controvertir las que se alleguen en su contra; a impugnar la sentencia condenatoria, y a no ser juzgado dos veces por el mismo hecho. Es nula, de pleno derecho, la prueba obtenida con violación del debido proceso.

En la Sentencia C 939 – 2003, se dijo respecto al derecho al debido proceso, lo siguiente: “La Corte se ha pronunciado en numerosas ocasiones sobre el contenido esencial de este derecho fundamental [12]. En tal sentido se ha entendido que éste parte del principio de legalidad como pilar fundamental en el ejercicio de las funciones por parte de las autoridades judiciales y administrativas, razón por la cual, éstas se encuentran obligadas a respetar las formas propias de cada juicio y a asegurar la efectividad de todas las garantías constitucionales básicas como son el derecho de defensa, de contradicción, de impugnación, etc.

Al respecto, la Corte Constitucional en sentencia C-641 de 2002, con ponencia del Magistrado Rodrigo Escobar Gil consideró lo siguiente:

“De ahí que esta Corporación haya definido el derecho fundamental al debido proceso, como la regulación jurídica que de manera previa limita los poderes del Estado y establece las garantías de protección a los derechos de los individuos, de modo que ninguna de las actuaciones de las autoridades públicas dependa de su propio arbitrio, sino que se encuentren sujetas a los procedimientos señalados en la ley [13].

Por otra parte, el derecho al debido proceso tiene como objetivo fundamental, la defensa y preservación del valor material de la justicia, a través del logro de los fines esenciales del Estado, como la preservación de la convivencia social y la protección de todas las personas residentes en Colombia en su vida, honra, bienes y demás derechos y libertades públicas (preámbulo y artículos 1° y 2° de la C.P). Con este propósito, la Corte ha determinado que, en esencia, "el derecho al debido proceso tiene la función de defender y preservar el valor de la justicia reconocida en el preámbulo de la Carta Fundamental, como una garantía de convivencia social de los integrantes de la comunidad nacional"[14].

Por consiguiente, el debido proceso exige de las autoridades públicas la sujeción de sus actuaciones a los procedimientos previamente establecidos, ajenos a su propio arbitrio y destinados a preservar las garantías sustanciales y procedimentales previstas en la Constitución y en la ley. (Subrayas nuestras)
6.6. Solución al caso concreto 

6.6.1. Acude la señora María Yolanda Rojas Villanueva al juez de tutela con el fin de que se proteja su derecho fundamental de petición, el cual considera vulnerado por el IGAC en atención a que no ha sido resuelta su solicitud de corrección del área construida del predio de su propiedad y que fue radicada en dicho instituto desde el  20 de mayo de 2013.

6.6.2.  Frente a los derechos que le asisten a los particulares cuanto presentan peticiones, el artículo 13 de la Ley 1755 de 2015 señala lo siguiente: “Artículo 13. Objeto y modalidades del derecho de petición ante autoridades. Toda persona tiene derecho a presentar peticiones respetuosas a las autoridades, en los términos señalados en este código, por motivos de interés general o particular, y a obtener pronta resolución completa y de fondo sobre la misma…”   A su vez, el artículo 14º de dicha normatividad, reza: “Artículo 14. Términos para resolver las distintas modalidades de peticiones. Salvo norma legal especial y so pena de sanción disciplinaria, toda petición deberá resolverse dentro de los quince (15) días siguientes a su recepción. Estará sometida a término especial la resolución de las siguientes peticiones:
 1. Las peticiones de documentos y de información deberán resolverse dentro de los diez (10) días siguientes a su recepción. Si en ese lapso no se ha dado respuesta al peticionario, se entenderá, para todos los efectos legales, que la respectiva solicitud ha sido aceptada y, por consiguiente, la administración ya no podrá negar la entrega de dichos documentos al peticionario, y como consecuencia las copias se entregarán dentro de los tres (3) días siguientes.  2. Las peticiones mediante las cuales se eleva una consulta a las autoridades en relación con las materias a su cargo deberán resolverse dentro de los treinta (30) días siguientes a su recepción.
 
Parágrafo. Cuando excepcionalmente no fuere posible resolver la petición en los plazos aquí señalados, la autoridad debe informar esta circunstancia al interesado, antes del vencimiento del término señalado en la ley expresando los motivos de la demora y señalando a la vez el plazo razonable en que se resolverá o dará respuesta, que no podrá exceder del doble del inicialmente previsto.”

6.6.3.   Por su parte, la Resolución 070 de 2011, mediante la cual dispone la  numeración y control de solicitudes de trámites catastrales de mutación, señala en su artículo 122 lo siguiente: 

“Las solicitudes de mutaciones, rectificaciones, complementaciones y cancelaciones, se consignarán por orden cronológico de recibo en un sistema de registro de numeración y control diseñado por las autoridades catastrales.

Los documentos correspondientes se archivarán de manera que permitan su conservación y fácil consulta.

Parágrafo. El trámite de las peticiones se deberá efectuar respetando el orden de ingreso o presentación, previa clasificación de la clase de trámite. Se exceptuará de lo anterior aquellos casos que por condiciones especiales no sea posible atender con la prioridad aquí definida, situación que debe estar debidamente justificada.”
Así mismo, en cuanto al término para resolver solicitudes referentes a trámites catastrales de mutación, dicho compendio normativo establece en su artículo 116 lo siguiente:

“Las mutaciones de que trata el artículo anterior, se realizarán en un término máximo de treinta (30) días, contados a partir de la fecha de recibo de la solicitud con los documentos pertinentes o de la información registral.”
6.6.4.  De la respuesta emitida por el IGAC a la accionante con fecha del 27 de mayo de 2013  se advierte que esa entidad contestó lo siguiente (Fl. 20):  

“… de conformidad con la programación de la Dirección Territorial Risaralda, se asignó a esta jefatura de Conservación, área técnica que procederá las pruebas pertinentes, inspección ocular y trámite respectivo que conlleven a la realidad física, jurídica y económica del inmueble y la programación que esta dependencia realice sobre las mutaciones en el Departamento y el orden de presentación de la solicitud.

Las solicitudes de carácter catastral desbordan la capacidad de atención en el tiempo requerido, motivo por el cual agradecemos su comprensión y el ejercicio de derecho de turno, de conformidad con los recursos humanos, económicos y físicos disponibles, teniendo en cuenta en lo posible la oportunidad de su presentación, lo anterior de acuerdo con lo estipulado en el artículo 34, numeral 12, Ley 734/2002 Código Único Disciplinario que determina que los trámites se deben resolver conforme a su llegada”

6.6.5.  De acuerdo a la jurisprudencia constitucional, el principio de inmediatez constituye un requisito de procedibilidad de la acción de tutela, por lo que su interposición debe ser oportuna y razonable con relación a la ocurrencia de los hechos que originaron la afectación o amenaza de los derechos fundamentales invocados.  En tal virtud,  esta Sala no encuentra en los elementos que se allegaron con la demanda de tutela, prueba alguna que permita inferir los motivos por los cuales la señora Rojas Villanueva permaneció inactiva durante más de cinco años para acudir al juez constitucional con el fin de hacer valer su derecho fundamental de petición, lo cual debió presentar en un en un tiempo cercano a la ocurrencia de la amenaza o violación de los garantía, si era que verdaderamente estaba afectada con la omisión del IGAC frente a su pretensiones.   Al respecto, en la Sentencia T-335 de 2015, la Corte Constitucional concluyó lo siguiente frente a dicho principio lo siguiente:
“Por lo tanto, la inactividad o la demora del accionante para ejercer las acciones ordinarias, cuando éstas proveen una protección eficaz, impide que resulte procedente la acción de tutela. Del mismo modo, si se trata de la interposición tardía de la tutela, igualmente es aplicable el principio de inmediatez, según el cual la falta de ejercicio oportuno de los medios que la ley ofrece para el reconocimiento de sus derechos no puede alegarse para el beneficio propio del sujeto de la omisión o la tardanza
. 

La regla jurisprudencial acerca del principio de la inmediatez, ordena al juez de tutela constatar si existe un motivo válido, entendiéndolo como justa causa, para el no ejercicio de la acción constitucional de manera oportuna. Es así como en la Sentencia T- 743  de 2008 se establecen las circunstancias que el juez debe verificar cuando esta frente a un caso de inmediatez, así: i) Si existe un motivo válido para la inactividad de los accionantes; ii) si esta inactividad injustificada vulnera el núcleo esencial de los derechos de terceros afectados con la decisión;  iii) Si existe un nexo causal entre el ejercicio inoportuno de la acción y la vulneración de los derechos de los interesados; y iv) si el fundamento de la acción de tutela surgió después de acaecida la actuación violatoria de los derechos fundamentales, de cualquier forma en un plazo no muy alejado de la fecha de interposición.”
6.6.6. Ahora bien, esta Colegiatura observa que si bien es cierto el IGAC en la respuesta a la presente demanda de amparo, informó al A quo que había respondido a la señora Rojas Villanueva, el 27 de mayo de 2013, acerca del procedimiento que se adelantaría con el fin de verificar el área construida en su predio, también lo es que a raíz de la interposición de la presente acción de tutela, fue que esa entidad decidió dar inicio al trámite de corrección de área aludida (el 21 de junio de 2018), que pese al transcurso del tiempo, es decir los cinco años que se demoró la señora Rojas Villanueva para interponer esta acción de tutela para que se le garantizara su derecho fundamental de petición, el IGAC también permaneció indiferente frente a lo pedido por la actora, toda vez que la entidad no estaba exonerada para pronunciarse, aun la complejidad de la solicitud, ya que en este caso en concreto no demostró su imposibilidad para dar una respuesta en dicho lapso. 

6.6.7. Al respecto, el IGAC puso de presente  al juzgado de primer grado que se había solicitado la inspección ocular de un reconocedor catastral para realizar la respectiva corrección del área construida y calificación del inmueble, la que atendida con la radicación de rectificación No.6600100110672018, el cual se ha realizado una corrección presentada y su respectiva rectificación en los datos catastrales, los cuales no inciden con el avalúo del predio y posteriormente se realizará la inscripción en el catastro y para ello (Fls. 10-13), allegó un “pantallazo” de un con correo electrónico del 21 de junio de 2018, en donde el Coordinador de Apoyo Área Conservación informa “la solicitud de corrección del área construida y calificación del inmueble se está atendiendo con la radicación de rectificación número 6600100110672018, trámite que fue asignado al funcionario contratista Carlos Alberto Manrique, quien ya lo proyectó, y en este momento el trámite se encuentra en el editor geográfico, allí se debe esperar un tiempo que el sistema se toma, antes de poder hacer los cambios que se requieren” (Fl.14).

6.6.8. Significa lo anterior, que el IGAC se limitó, hace cinco años, a informar el procedimiento que se seguiría con el fin de atender la solicitud de la actora, sin que quedara acreditado dentro de la foliatura que la entidad hubiera puesto en conocimiento de la misma el paso siguiente en aras de corregir el área del terreno de su predio.  De tal manera, que su derecho fundamental continúa siendo afectado y por ello no es razonable que los usuarios tenga que soportar los problemas administrativos internos de las entidades públicas, las que por ser  representantes del Estado están en la obligación de garantizar el goce de los derechos fundamentales. En tal sentido, es  la entidad accionada la que corresponde asumir las consecuencias de su propia incuria tomando las medidas necesarias para ello y no al usuario, que como en este caso, en el que la señora Rojas Villanueva desconoce las gestiones que actualmente adelanta el IGAC y por ello, esta Sala considera que en este asunto específico debe tenerse en cuenta lo referido por la jurisprudencia de la Corte Constitucional cuando señaló que la solicitud de amparo es procedente, cuando trascurrido un extenso lapso de tiempo entre la situación que dio origen a la afectación alegada y la presentación de la acción, la valoración del requisito de inmediatez se vuelve menos estricto bajo las siguientes circunstancias:

“(i) La existencia de razones que justifiquen la inactividad del actor en la interposición de la acción. (ii) La permanencia en el tiempo de la vulneración o amenaza de los derechos fundamentales del accionante, esto es, que como consecuencia de la afectación de sus derechos, su situación desfavorable continúa y es actual. 
 (iii) La carga de la interposición de la acción de tutela resulta desproporcionada, dada la situación de debilidad manifiesta en la que se encuentra el accionante; por ejemplo, el estado de indefensión, interdicción, abandono, minoría de edad, incapacidad física, entre otros”. 
 

En dicha oportunidad la Corte considero que “no puede ser mirado bajo el criterio de la inmediatez, ni aun en el evento de haber transcurrido un tiempo importante desde la fecha del accidente, pues la falta de ese dictamen ha causado una perturbación de los derechos aludidos, que permanece en el tiempo…”
  

(Subrayas propias)
6.6.9. Por las razones ahora analizadas, se revocará el fallo estudiado y en su lugar, esta Sala ordenará al IGAC que dentro del término de  las cuarenta y ocho horas siguientes a la notificación de este fallo, informe a la señora María Yolanda Rojas Villanueva las gestiones que en la actualidad se vienen adelantando con respecto a la rectificación del área de terreno de inmueble identificado con la ficha catastral No.01-06-0231-0016-000.

DECISIÓN

Con base en lo expuesto en precedencia, la Sala de Decisión Penal del Tribunal Superior de Pereira, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley.

RESUELVE

PRIMERO: REVOCAR la sentencia de primera instancia proferida el  29 de junio de 2018 por el Juzgado 2º de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Pereira, dentro de la acción de tutela instaurada por la señora María Yolanda Rojas Villanueva en contra del IGAC. 
SEGUNDO: TUTELAR  el derecho de petición a la señora María Yolanda Rojas Villanueva.

TERCERO: ORDENAR al Instituto Geográfico Agustín Codazzi IGAC que dentro del término de  las cuarenta y ocho horas (48) siguientes a la notificación de este fallo, informe a la señora María Yolanda Rojas Villanueva las gestiones que en la actualidad se vienen adelantando con respecto a la rectificación del área de terreno de inmueble identificado con la ficha catastral No.01-06-0231-0016-000.

CUARTO: NOTIFICAR esta providencia a las partes por el medio más expedito posible, de conformidad con el artículo 30 del Decreto 2591 de 1991 y REMITIR la actuación a la Honorable Corte Constitucional, para su eventual revisión.

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE

JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

Magistrado

MANUEL YARZAGARAY BANDERA

Magistrado

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

Magistrado

WILSON FREDY LÓPEZ  

Secretario
� M.P. Dr. Alejandro Martínez Caballero 





� Sentencia T-301 de 2009, T-416 de 2005.


� Ver entre otras, las Sentencias T- 1110 de 2005, T- 593 de 2007, T-425 de 2009, T-1028 de 1010, T-187 de 2012 y SU-158 de 2013.


� Ver entre otras, las Sentencias T- 593 de 2007, T-158 de 2006, T-792 de 2009, T-1028 de 1010, T-187 de 2012, T-172/13 y T-844 de 2013


�Sentencia T-037 de 2013
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